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4.2 Situación de Julia Mendoza, Marcos Herrera y Helena 

4. El 
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4.3 Trámite ante la jurisdicción interna. 

7. Por otra parte, en el ámbito civil, después de un proceso judicial, el juez de primera instancia 

otorgó la custodia de Helena a Marcos. Argumentando, entre otras cosas, que él le proporcionaría 

un estilo de vida más cómodo. En el cual ella asistiría a una mejor escuela y tendría mejor calidad 

en su diario vivir. En este proceso, se le brindó importancia a la opinión de Helena. En donde 

señaló que gustaba más de la habitación de la casa de Marcos, pero que de todas formas le gustaba 

la casa donde vivía. Después de brindar la custodia a Marcos, Helena fue matriculada en una 

escuela católica, en la cual la madre de Marcos ya ha trabajado en algunos proyectos de la iglesia 

evangélica a la que asisten, y que además tiene una calificación académica más alta que la escuela 

a la que asistía Helena cuando vivía con su madre. 

8. Julia, al sentirse inconforme con la sentencia del juez de primera instancia, decidió apelarla. En 

esta ocasión, la razón se le dio completamente a ella. El juez de segunda instancia fue bastante 

enfático al enunciar que Julia poseía derecho a un trato igualitario ante la ley y el sistema judicial. 

Denunció cualquier actuación a favor de cualquier tipo de discriminación hacia ella. Además, 

señaló que los rituales religiosos a los que se h
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vulnerado el derecho a la libertad religiosa de la niña. A causa de que se le había obligado a 

pertenecer y practicar la religión de matriz africana antes enunciada. 

4.4 Trámite ante la jurisdicción internacional. 

10. El 11 de Septiembre de 2022 Julia y Tatiana presentaron una petición ante la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos por la violación de los derechos de libertad de conciencia y 

religión (Artículo 12), derecho a la protección de la familia (Artículo 17), derecho del niño 

(Artículo 19) y de igual protección de la ley (Artículo 24), en relación con las obligaciones 

contenidas en los artículos 1.1 y 2 de la CADH. Asimismo, la petición alegaba la responsabilidad 

del Estado por la violación de los artículos 2, 3 y 4 de la CIRDI. 

11. La Comisión remitió el caso al Estado de Mekinés, el cual renunció expresamente a las 

excepciones previas, adjuntó registro de los programas que se estaban implementando para la 

mitigación de la discriminación y, además; indicó que no había intención de llegar a una solución 

amistosa con la peticionaria. 

12. Una vez declarada admisible la petición, la Comisión determinó en su informe de fondo que el 

Estado de Mekinés tenía responsabilidad en la vulneración de los derechos contenidos en la 

Convención Americana (artículos 8.1, 12, 17, 19 y 24) y en la CIRDI (artículos 2, 3 y 4). A su vez, 

señaló la aproximación estereotipada y nada imparcial de los jueces al caso, al denotar que estos 

afirmaban que la condición de orientación sexual de Julia la impedía para desarrollar 

correctamente su rol como madre. 

13. Debido a que el Estado no acató las recomendaciones de la Comisión, el caso fue sometido a 

la jurisdicción de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Alegando la vulneración de los 

artículos emanados por la parte peticionaria y los expuestos en el informe de fondo.  
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5.1.2 Competencia de la Corte IDH. 

17. La Corte IDH, en cuestiones de forma, es competente para conocer el presente caso, debido a 

que se cumple con los criterios de competencia en razón de la persona (ratione personae), según 

la materia (ratione materiae), en razón del tiempo (ratione temporis) y por razón del lugar (ratione 

loci).  

18. El factor de competencia ratione personae3 determina si la Corte está habilitada para conocer 

la controversia de acuerdo con tres elementos principales. El primero, es la legitimación por activa, 

que se refiere a la capacidad de quien presenta el caso frente al Tribunal, al respecto; la CADH es 

clara al mencionar en su artículo 61.1 que solo la CIDH y el Estado demandado pueden someter 

un caso a la jurisdicción de un Estado parte.  

19. Como segundo elemento la legitimación por pasiva4 hace referencia a que el Estado 

demandado haya ratificado la CADH y aceptado la jurisdicción contenciosa de la Corte. Si un 
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existencia del nexo causal entre las actuaciones del Estado, y el presunto derecho vulnerado. 

Empero, si por las circunstancias se requiere una renovada interpretación de lo entendido por nexo 

causal en un determinado supuesto de hecho, esta debe de ser regida por principios de 

razonabilidad y proporcionalidad.   

21. Con respecto al factor “ratione materiae”6, es imperativo indicar que versa sobre la cuestión 

relativa a la aplicación e interpretación de la Convención Americana, de acuerdo a lo expresado 

en el artículo 29 de esa convención7, y en otros instrumentos8 del Sistema Interamericano que le 

confieren competencia a la Corte. Teniendo en cuenta que el ámbito jurídico en el que se 

desenvuelve la Corte se extiende bajo las normativas contenidas en la Convención, y en demás 

instrumentos que facilita el Sistema Interamericano. Dicho con otros términos, si la problemática 

fue sometida al estudio de la Corte, entonces sólo se podrá declarar violación de derechos 

protegidos en los instrumentos del corpus Juris interamericano debidamente ratificados por los 

Estados partes.  

22. Por otra parte, el factor “ratione temporis”9, se refiere al hecho de que la Corte sólo está 
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permitir que la Corte entre a dirimir casos con temporalidad anterior a la ratificación de la 

convención y a la aceptación de su jurisdicción10.  

23. Finalmente, el elemento de competencia por razón del lugar, o también llamado “ratione loci”, 

en términos sintetizados, se examina desde el punto de vista del lugar en donde se cometió la 

acción u omisión que causó la vulneración de derechos. Así como se ve expuesto en el caso I.V 

vs. Bolivia11. En donde la Corte afirmó expresamente que está legitimada “su competencia en 

razón del lugar para conocer del presente caso, dado que el hecho generador de la alegada 

responsabilidad internacional del Estado por la violación de los derechos reconocidos en la 

Convención Americana y otros tratados aplicables, (...) ocurrió en Bolivia”. Es decir, se observa 

si los hechos ocurrieron dentro de la jurisdicción del Estado demandado. En el supuesto de no 

hacerlo, naturalmente, no sería exigible la vinculación del mismo al proceso.  

24. 
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5.2 Análisis de fondo. 

25. En la jurisprudencia de la CoIDH, tal como se ve expuesto en el caso Pueblos Indígenas Maya 

Kaqchikel de Sumpango y otros vs. Guatemala



Equipo 244 

 - 18 - 

Americana de Derechos Humanos en el año 1984. Lo que demuestra un compromiso internacional 

no sólo a respetar sino también garantizar la protección de todos los Derechos Humanos. 

28. Adicionalmente, cabe señalar que el Estado de Mekinés es un Estado caracterizado por la 

aceptación de las diferentes comunidades que actualmente residen en su territorio. Lo cual se ve 

reflejado desde la promulgación de su Constitución actual en el año de 1950, y en demás 

expediciones legales, tales como la inclusión del voto popular de los analfabetos en el año 1982. 

En la Constitución, se decreta como uno de los pilares del Estado, la protección de la universalidad 

de los Derechos Humanos de todas las personas, toda vez que esto se ve especificamente recitado 

en su articulo 5, donde se expresa como obligación del Estado el “promover el bien de todos, sin 

prejuicios de origen, raza, sexo, color, edad o cualesquiera otras formas de discriminación”.  

29. Del mismo modo, también en la Carta, es declarado como un Estado laico. Donde lo que prima 

es la democracia y garantía de la libertad de creencias en todo el territorio. Desdibujando la 

relación iglesia-Estado tradicional, y adaptando un modelo abierto para la expresión de las 

diferentes dimensiones del ser humano, garantista del cumplimiento de los derechos humanos de 

su población. De manera que dentro de su marco constitucional se engloba un paradigma jurídico 

que facilita la prevención de la presentación de actitudes discriminatorias en la sociedad.  

30. A su vez, como consecuencia de algunas tendencias discriminatorias arraigadas en la sociedad 

Mekinés, aparte de reforzar su marco constitucional y legal, desde la expedición de la actual 

Constitución ha venido creando diversas instituciones, tales como ministerios y comités, enfocados 

enteramente a la garantía de los derechos de personas en situación de discriminación. Muestra de 

que el Estado es consciente del contexto discriminatorio al que ha estado expuesto, y también 

prueba de que ha invertido una gran cantidad de recursos para remediar esta situación. Una de las 

instituciones más fuertes en materia de protección de derechos de personas en posición de 
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Derechos de los Afrodescendientes y Descrimación racial. Esencialmente regido por el principio 

de no discriminación, esta convención, implementa una nueva definición para los conceptos de 

discriminación, intolerancia y racismo, teniedo en cuenta los efectos de los avances tecnológicos 

y su impacto en la problemática adecuandolos a la actualidad. Por otra parte, la Convención sobre 

la Eliminación de toda forma de Discriminación Racial (ratificado en 1970), es una convención en 

donde se establecen las obligaciones de los Estados y el catalogo de los diversos derechos humanos 

a no sufrir de discrimación, además de que se contemplan los mecanismos que se deben de 

implementar para cumplir las disposiciones declaradas en esta Convención; asimismo, es válido 

señalar que ambas convenciones toman como referencia la Declaración sobre la Eliminación de 

todas las Formas de Discriminación Racial de 1963, y que con base en esta se estipulan las 

obligaciones que contraen los Estados con respecto a la misma, como por ejemplo, la revisión de 

las políticas públicas para ajustar las leyes y reglamentos que pudieren crear o perpetuar la 

discriminación racial, disposición que el Estado de Mekinés cumple actualmente.  

33. Adicionado a esto dentro de las políticas públicas de prevención que ha implementado el 

Estado de Mekinés, se enuncian dos que son preponderantes, estas son, la línea telefónica 

“Discriminación Cero” y el Comié Nacional para la Libertad Religiosa. “Discriminación Cero” es 

una línea telefónica especializada adscrita al Ministerio de Justicia para recibir denuncias por 

violencia racial. Por su parte, el Comité Nacional para la Libertad Religiosa, es un órgano dentro 

del Ministerio de la Mujer, la Familia y los Derechos Humanos, encargado de hacer frente a la 

intolerancia religiosa en todas sus representaciones. El cual, tiene la característica de estar 

conformado por tres representantes de la sociedad civil. Lo que demuestra una vez más el 

compromiso del Estado con la democracia y con las necesidades de la población.  
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34. A su vez, con base a los actos afirmativos de sanción, es concluyente que el Estado de Mekinés 

si sanciona actos de discriminación efectuados por respresentantes públicos. Este proceso se 

desarrolla frente al Consejo Nacional de Justicia. Una de las muestras de que esta serie de 
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siguiendo los principios de proporcionalidad y razonabilidad. Pero que no por esa razón dejan de 

ser imperativos. Debido a que, en una sociedad, este derecho debe poder desarrollarse de forma 

armoniosa junto con los demás derechos de los otros individuos. Tal como se ha expuesto en la 

jurisprudencia de la CoIDH, en casos como Villagrán Morales y otros vs. Guatemala20. 

36. El Estado tiene la obligación indudable de respetar este derecho, tanto en la esfera interna, 

como en la esfera externa de la persona. No obstante, cuando en la esfera externa de la persona se 

manifiestan, por 
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discriminación, dichas medidas se ven limitadas por las formas en que esta autodeterminación de 

los practicantes de dichas costumbres se representa. 

38. Más puntualmente, dicha limitación, se encuentra al momento de contraponer los derechos de 

la madre y los derechos de la niña. La madre afirma tener el derecho de manifestar sus creencias a 

través del adoctrinamiento religioso para con su hija. Sin embargo, es considerablemente notable 

que las prácticas a las que fue expuesta Helena estuvieron en total contravía de sus derechos a la 

salud, integridad personal21, y a la vida. Como muestra de ello, es pertinente señalar a qué tipo de 

circunstancias fue expuesta Helena22 al momento de realizar el ritual de iniciación promovido y 

aprobado por su madre; 

39. “El candidato a la iniciación religiosa se mantiene confinado en un espacio considerado 

sagrado durante 21 días. Él (o ella) tiene la cabeza rapada y se le hacen marcas en el brazo o la 

cabeza, generalmente hechas con espinas de pescado. La cabeza es rapada como simbolismo de 

muerte y resurrección, su período de recuperación representa su permanencia en el vientre materno 

y su vínculo con la propia ascendencia. Las cicatrices simbolizan la entrada al orixá durante su 

incorporación. La liturgia termina con un nuevo baño de sangre, esta vez de un animal de cuatro 

patas, generalmente una cabra u oveja, sacrificado en honor al orixá en cuestión. La sangre se 
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casi un mes, donde no tenía posibilidad de acudir frente a ninguna persona para aliviar sus 

sentimientos de temor y preocupación, también es en extremo preocupante el hecho de que su 

madre permita que se le hagan lesiones en partes tan delicadas como el cráneo, con elementos tan 
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objetivas y razonables. Por lo que las decisiones adoptadas en torno a los procesos judiciales 

evidenciados en el caso, no son susceptibles de señalarse como discriminatorias en un sentido 

religioso. En ese orden de ideas, al demostrarse que no hubo discriminación en razón de la religión 
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concernientes a la niñez las instituciones públicas o privadas ya sean de bienestar, tribunales, 

autoridades administrativas o órganos legislativos del estado, deben tener como consideración 

primordial el interés superior del niño, al momento de tomar una decisión. Cohesivo con lo 

anterior, si tomamos en cuenta el informe de El Derecho a la Educación en Derechos Humanos 

en las Américas y el informe de Niñez, libertad de expresión y medios de comunicación26 de la 

CIDH, lo que abarca al derecho del padre a educar a su hijo en la religión que este crea conveniente 

para el niño, demarca un límite claro y preciso el cual se puede declarar en que, este derecho no 

debe y no puede interferir con otros derechos fundamentales. Ya que, según lo mencionado por la 

corte en los informes anteriormente mencionados, se determina que, aunque el derecho a la 

educación religiosa está protegido por los instrumentos internacionales de derechos humanos, este 

derecho no es absoluto y tiene límites; De seguir así, dichos límites abarcan los postulados de que 

este derecho a la eduacion religiosa no puede ser obligatoria, debe ser equilibrado, no debe 

interferir con otros derechos y finalmente que esta debe estar sujeta a regulación estatal, luego no 

se pueden ver afectado derechos como la libertad de expresión, el derecho a la igualdad y la no 

discriminación, y en el marco de este caso uno de los derechos vulnerados a la menor, la salud, 

que posee el caracter de un derecho fundamental, que la violación del mismo pone en un evidente 

riesgo el bienestar de la menor al serle impuestas las practicas de la religion que la madre practica.  

45. Teniendo como base el Estatuto de la Niñez y la Adolescencia y la agenda de Protección de la 

Niñez y la Adolescencia en los casos que abarcan, involucran y afectan de cualquier forma a la 

 

26 Niñez,  libertad de expresión y medios de comunicación en las Américas / Relatoría Especial para la Libertad de 
Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. v.;cm. (OAS. Documentos 
oficiales;OEA/Ser.L/V/II) ISBN 978-0-8270-7085-1 1. Freedom of expression—America. 2.Children 's rights—
America. 3. Children’s mass media—America.  I Lanza. Edison. II. Title. III. Series. OEA/Ser.L/V/II 
CIDH/RELE/INF.23/19 
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niñez del país, el Estado se encarga de garantizar los derechos a las familias de todo el país 

respetándose todos sus derechos como padres e hijos, ahora bien, cabe aclarar que siempre primará 

el interés superior del niño, y del mismo modo, regidos por el principio de humanidad como una 

de las principales fuentes del derecho internacional, se considera que el Estado de Mekinés 

garantizo y cumplio con lo dispuesto en los artículos, mencionados anteriormente.  
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se llevó a cabo con celeridad y sumo cuidado. Aun siendo un proceso con dos instancias de tipo 

ordinario, del que participaron el juez de primera y segunda instancia, además de una instancia 

adicional de tipo extraordinaria, que resolvió el órgano de mayor nivel jerárquico del poder 

judicial, la Corte Suprema de Justicia. En adición, también es claro que las condiciones de que los 

jueces sean competentes, independientes e imparciales, fue satisfecha en todas las etapas del 

proceso. En relación a la competencia de los jueces, es pertinente decir que cada uno de los que 

participaron en la controversia fueron anteriormente destinados al cargo bajo los debidos 

parámetros legales.  

52. Así como se percibe con el hecho de que los jueces que conocieron del proceso, fueron jueces 

del ámbito civil, que se encargan de dirimir controversias que giran en torno a esta área del 

derecho. La cual, como es lógico, enmarca las relaciones familiares. Lo que indica que se llevó el 

proceso cumpliendo el derecho que tienen las personas a ser juzgadas por tribunales ordinarios, 

con arreglo a procedimientos legales previamente establecidos31. En relación a la independencia 

de los jueces, la Corte ha determinado que “el Estado debe evitar que el sistema judicial en general 

y sus integrantes en particular se vean sometidos a posibles restricciones indebidas en el ejercicio 

de su función por parte de órganos ajenos a dicho Poder32”. Así pues, teniendo en cuenta que el 

Estado de Mekinés contempla tres divisiones del poder, independientes pero con función 

armónica, y entendiendo también, que en el presente caso no intervino ningún organismo de otra 

dependencia que no fuera la judicial, se concluye que se respetó la el factor de independencia 

englobada dentro del artículo 8. Finalmente, en relación con el criterio imparcial del juez, cabe 

 

31 
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órganos judiciales inmediatamente superiores, tal como sucedió al momento de apelar la sentencia 

de primera instancia.  

54. Apelación que suscitó un pronunciamiento del juez de segunda instancia que falló a favor de 

la peticionaria. Es por todas las razones antes enmarcadas, que con base a que no se presentó 

discriminación hacia la peticionaria de ningún tipo, y se le brindaron todas las garantías como a 

cualquier persona de la ciudadanía, se afirma que el Estado de Mekinés no acarrea responsabilidad 

por la vulneración de los derechos contenidos en los artículos 8 y 24 de la CADH y en los artículos 

2 y 3 de la CIRDI.  
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6 PETITORIO . 

55. Por los argumentos de hecho y de derecho anteriormente expuestos, el Estado de Mekinés 

solicita respetuosamente a la Honorable Corte IDH que se le declare no responsable 

internacionalmente por la violación a los derechos establecidos en los Arts. artículos 8.1, 12, 17, 

19 y 24 de la CADH, y de los derechos contenidos en los artículos 2, 3 y 4 de la CIRDI. Esto al 

haberse demostrado en el análisis de fondo la ausencia de responsabilidad. 
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